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POSICIÓN DEL SECTOR SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD REPRESENTADO POR EL CERMI ANTE EL INFORME DEL COMITÉ DE EXPERTOS SOBRE EL FACTOR DE SOSTENIBILIDAD DEL SISTEMA PÚBLICO DE PENSIONES
· El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), ante la publicación del Informe del Comité de Expertos sobre el Factor de Sostenibilidad del Sistema de Pensiones, remitido desde el Ministerio de Empleo y Seguridad Social para su debate en el Congreso de los Diputados, a través de la Comisión de Seguimiento y Evaluación de los Acuerdos del Pacto de Toledo, muestra su preocupación sobre la incidencia que el establecimiento del denominado factor de sostenibilidad, en los términos que se recogen en el citado informe, pude tener respecto de las pensiones casadas por las personas con discapacidad, en especial, en relación con la pensión de jubilación.
· El CERMI, desde su creación, siempre se ha mostrado partidario de un sistema público de pensiones que, además de estar basado en los principios de contribución y proporcionalidad, se asiente en los de la solidaridad y la equidad.
Y estos principios, trasladados a su plasmación respecto de las personas con discapacidad, implica que se tengan en cuenta las peculiaridades relacionadas precisamente con la discapacidad, de modo que el tratamiento jurídico respecto del acceso a las pensiones considere la situación de partida de las mismas, en orden a hacer realidades las consideraciones reflejadas en los artículos 14 y 49 de nuestra Constitución.
· Por ello, el CERMI ha considerado muy positivos los avances que, en la última década, se han llevado a cabo en relación con las pensiones de la Seguridad Social, mediante el establecimiento de coeficientes reductores de la edad de jubilación, llevadas a cabo en 2002 y 2008, el establecimiento de un convenio especial a favor de las personas con discapacidad con especiales dificultades de inserción laboral o las medidas de flexibilización entre la percepción de las pensiones no contributivas de invalidez y la realización de actividades
Sin embargo, los efectos de estas medidas podrían reducirse, en parte, son el establecimiento del factor de sostenibilidad y, en especial, el denominado “factor de equidad intergeneracional” si en su plasmación normativa no se tienen en cuenta las peculiaridades de las personas con discapacidad.
· El CERMI se muestra partidario de la introducción de las medidas necesarias para aumentar los grados de sostenibilidad y viabilidad al medio y al largo plazo del sistema de pensiones, siempre que estas medidas no desvirtúen la naturaleza de un sistema de pensiones que la sociedad española ha construido a lo largo de casi un centenar de años, y que se ha mostrado como elemento esencial de la cohesión y solidaridad sociales, característica que, incluso, ha aumentado en esta época de la crisis económica.
Por ello, cualquiera que sea finalmente la fórmula y el momento en que se instaure el factor de sostenibilidad, para el CERMI la salvaguardia de la suficiencia de las pensiones se muestra como un condicionamiento imprescindible. Como señala la propia Comisión Europea, en sus últimos informes, sostenibilidad y suficiencia de las pensiones son caras de una misma moneda, por lo que no puede atenderse únicamente las exigencias de una de ella (la viabilidad del sistema), sin tener en cuenta la otra, un nivel de vida y una suficiencia en la cuantía de las pensiones.
· Pero, más allá de estos condicionantes y de las medidas que, tras los debates parlamentarios y los derivados del diálogo social, se establezcan para la implantación del “factor de revalorización anual” de las pensiones (el cual incidirá en las personas con discapacidad beneficiarias de una pensión con igual intensidad que para el resto de  los pensionistas), el CERMI muestra su preocupación con el otro componente del factor de sostenibilidad, constituido por el “factor de equidad intergeneracional”, el cual, como se señala en el propio informe, tiene como objetivo proteger al sistema de pensiones de la incidencia sobre el mismo de la mayor longevidad de las futuras personas jubiladas. 
Por ello, se propone multiplicar la pensión inicial con la que los nuevos jubilados entrarían cada año en el sistema, según la normativa vigente, por un coeficiente resultante de dividir la esperanza de vida de los que han entrado en el sistema con una edad determinada en un momento anterior, entre la esperanza de vida de los nuevos jubilados que entran con la misma edad pero en un momento posterior. 
Con las proyecciones actuales de esperanza de vida, este coeficiente –sigue indicando el Informe- implicaría una reducción de las pensiones de jubilación de cerca del 7% en 2024, y de algo más del 12% en 2034. 
· Como se indica en el Informe, aunque la aplicación del Factor de Equidad Intergeneracional contribuye a largo plazo al equilibrio presupuestario del sistema de pensiones públicas de manera importante, su objetivo principal es tratar de manera igual a personas que como consecuencia del aumento de la esperanza de vida van a percibir prestaciones del sistema de pensiones durante un número de años muy distinto. Por lo tanto, este coeficiente tiene sobre todo un objetivo redistributivo entre generaciones con distintas esperanzas de vida. 
Pues bien, esta finalidad podría no cumplirse, de forma equitativa, si en su plasmación no se tiene en cuenta, con sus peculiaridades específicas a las personas con discapacidad.
· La determinación del factor de equidad intergeneracional va a relacionar la modificación de la esperanza de vida de una cohorte demográfica, que se jubila en un momento, respecto de la cohorte que la precedió, de manera que si la esperanza de vida se ha modificado en el mismo sentido se modificará el valor inicial de las pensiones.
Ahora bien, al establecerse es relación en su generalidad, no se va a considerar que, por lo general, las personas con discapacidad tienen una esperanza de vida diferente, más reducida, con las personas sin discapacidad, de modo que la variación para estas últimas puede no ser la misma, en dirección  y/o en intensidad, para las personas con discapacidad.
En función de ello, podría darse la paradoja –si el factor de equidad intergeneracional se establece sin las correcciones oportunas- de que, al aumentar la esperanza de vida de una cohorte demográfica, en relación con la cohorte que le ha precedido en el tiempo, por aplicación de dicho factor se reduje la pensión de entrada, ya que la cohorte que entra en pensión va a recibir la misma durante más tiempo.
Y, sin embargo, en relación con las personas con discapacidad, pertenecientes a la misma cohorte demográfica no se diesen esos mismos supuestos de partida, al no haber variado la esperanza de vida –respecto de la cohorte de personas con discapacidad perteneciente a la cohorte demográfica anterior-, de modo que estas personas verían reducida la cuantía de entrada de su pensión, pero sin el elemento compensador de recibirla durante más tiempo o, al menos, durante el tiempo que compensase la reducción inicial, con lo cual serían tratadas de una forma diferente que el resto de los pensionistas y se minoraría doblemente su nivel de cobertura.
· Por todo ello, y, en razón de las exigencias de equidad, resulta oportuno que, en la implantación del factor de equidad intergeneracional, la variación de la esperanza de vida de una cohorte demográfica respecto de la anterior  no se lleve a cabo de forma genérica, sino que, en relación con las personas con discapacidad, esa relación se efectúe respecto de las cohortes demográficas de esas mismas personas.
· Teniendo en cuentas las consideraciones anteriores, el CERMI solicita que en la implantación del factor de equidad intergeneracional se tengan en cuenta las peculiaridades de las personas con discapacidad y la diferente tasa esperanza de vida, en relación con las personas sin discapacidad.
No hacerlo implicaría una doble minoración del nivel de cobertura de las personas con discapacidad en su acceso a las pensiones de jubilación, cuyo importe se vería reducido en razón de la aplicación del factor señalado (al igual que el resto de los pensionistas de jubilación), pero sin que esa minoración de la pensión de entrada fuese compensada por el mayor tiempo de duración en el percibo de la pensión.
De igual modo, se solicita de la Comisión de Seguimiento y Evaluación de los Acuerdos del Pacto de Toledo, así como de los interlocutores sociales, que en el debate sobre el Informe del Comité de Expertos, al que antes se ha aludido, se tengan en cuentas las consideraciones que se efectúan en este informe.
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